


 
 

 

Señores: 

JUZGADO CATORCE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Radicado: 05001310301420210000300 

Referencia:  PROCEDIMIENTO VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

Demandante:  BETTY CECILIA CAMELO MARÍN 

Demandada:  JAISNED IMPORTACIONES S.A.S. 

Asunto:  CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

FELIPE VILLA GARCÍA, identificado con cédula de ciudadanía 1.017.210.128 y portador de la tarjeta 

profesional 306.514, actuando en calidad de apoderado de la sociedad JAISNED IMPORTACIONES 

S.A.S. con NIT 901092326-8, representada legalmente por LUIS JAIRO GONZÁLEZ, identificado 

con cédula de ciudadanía 70.050.703, contesto la demanda presentada por BETTY CECILIA 

CAMELO MARÍN.  

 

I. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS 

 

Sobre el hecho primero. Es falso en lo que concierne a que el establecimiento de comercio 

denominado “Decoraciones Jaisned” ubicado en la dirección referida, era propiedad de la sociedad 

demandada para el 12 de octubre de 2016, puesto que, como se desprende del certificado de 

existencia y representación aportado con la demanda (archivo 05, pág. 2), la sociedad fue 

constituida por documento privado del 5 de junio de 2017, registrado el 28 de junio de 2017, 

momento en el cual comenzó a existir. De tal suerte, es imposible que para la fecha indicada en la 

demanda la sociedad demandada fuera la propietaria del establecimiento. 

 

Sobre el hecho segundo. Es falso, ya que, a tono con lo manifestado frente al hecho primero, la 

sociedad no existía en dicha época, por lo que tampoco podía tener trabajadores y mucho menos 

cometer la supuesta culpa imputada. 

 

Sobre el hecho tercero. Es cierto, de acuerdo con las historias clínicas aportadas por la 

demandante.  

 

Sobre el hecho cuarto. Es parcialmente cierto, en el sentido de que en la anotación del 13 de 

octubre de 2016 de la historia clínica del Hospital General de Medellín (archivo 03, pág. 12) figura la 

práctica de una resonancia, en la que se advierte que hay una “fusión de cuerpos vertebrales C6 y 

C7 con pérdida del espacio articular conformando bloque vertebral”. No obstante, es falsa la 

insinuación de que el diagnóstico en cuestión fue causado por el trauma, pues en la historia clínica 



 
 

 

de la IPS Sinergia, aportada también por la demandante, figuran varios antecedentes de la misma 

condición, como se advierte en las anotaciones del 20 de noviembre de 2012, 14 de diciembre de 

2012, 22 de abril de 2014 y 30 de enero de 2015 (archivo 03, págs. 23-25), en las que se documenta 

un antecedente de compresión medular cervical tratada con injerto óseo en región cervical C6 y C7. 

 

Sobre el hecho quinto. Es parcialmente cierto, de acuerdo con la historia clínica de la IPS Sinergia, 

en lo que se refiere a que la demandante fue sometida a un procedimiento quirúrgico el 10 de 

noviembre de 2016, producto de una hernia extruida y mielopatía cervical (archivo 03, pág. 20). Sin 

embargo, es falso cuando se afirma que tales condiciones fueron ocasionadas por el trauma sufrido, 

pues como se evidencia en la referida historia clínica, existen varios antecedentes de padecimientos 

cervicales, que datan incluso desde el año 2003, y que han motivado diferentes consultas por parte 

de la demandante, incluso en fechas cercanas a la del trauma. En este sentido, además de las 

anotaciones señaladas en el anterior pronunciamiento, se destacan las del 29 de octubre de 2009, 

en la que se registra una corrección de hernia discal en las vértebras C6 y C7 en el año 2003 

(archivo 03, pág. 28), y 29 de agosto de 2016, previa al trauma, en la que se consignan 

antecedentes de padecimientos cervicales en las vértebras C6 y C7 e intervenciones quirúrgicas 

(archivo 03, pág. 22).  

 

Sobre el hecho sexto. No consta, toda vez que no se evidencia con claridad en las historias clínicas 

aportadas por la demandante. En consecuencia, deberá ser acreditado en el proceso. 

 

Sobre el hecho séptimo. Es parcialmente cierto, en lo que se refiere a la edad que tenía la 

demandante al momento del trauma. Sin embargo, no consta la existencia de la relación laboral 

sostenida con la señora Edilia Espitia de Hernández, pues no hay pruebas de la misma, ni de sus 

circunstancias. Por lo tanto, dicho aspecto deberá ser acreditado en el proceso. 

 

Sobre el hecho octavo. Es falso, pues en el dictamen de pérdida capacidad laboral al que se refiere 

el hecho en cuestión, a saber, el emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez el 28 de 

febrero de 2017 aportado por la demandante (archivo 03, págs. 3-5) –que, a la postre, está 

incompleto y se aporta de manera integral con esta contestación–, la calificación fue de 0%. Al 

respecto, se transcribe el concepto que obra en el mismo: “Paciente con antecedente antiguo (13 

años atrás) de patología cervical, trauma reciente donde se documenta HNP y mielopatía la cual por 

etiopatogenia no corresponde al evento traumático reciente” [cursivas añadidas]. Ahora bien, si el 

dictamen al que se refiere el hecho en comento es el emitido por Colpensiones el 28 de junio de 

2018 (archivo 02), entonces es cierto que la entidad otorgó una calificación de 64.35%, lo cual dio 

lugar al reconocimiento de pensión por invalidez por riesgo común mediante la resolución 293191 



 
 

 

del 10 de noviembre de 2018, como se indica en el informe del Registro Único de Afiliados aportado 

con la presente contestación. 

 

Sobre el hecho noveno. Es cierto, en los términos de la Resolución 0110 del 2014 de la 

Superintendencia Financiera de Colombia. 

 

Sobre el hecho décimo. No consta, pues no hay pruebas del mismo. Al contrario, en la historia 

clínica de la IPS Sinergia hay anotaciones que dan cuenta de diversos antecedentes de malestares 

emocionales previos a la fecha del trauma, como es el caso de la del 22 de septiembre de 2016 

(archivo 03, pág. 22). 

 

Sobre el hecho décimo primero. No consta, pues no hay pruebas en relación con las 

circunstancias de vida de la demandante antes y después del trauma. En contraste, y a tono con lo 

manifestado frente a otros hechos, en la historia clínica de la IPS Sinergia hay registros que 

demuestran que, con anterioridad al trauma, la demandante venía sufriendo de problemas cervicales 

que le impedían desarrollar sus actividades con normalidad. Verbigracia, la anotación del 18 de 

octubre de 2012, en la que se documenta la presencia de dolor en el cuello por antecedentes 

cervicales que le impide trabajar (archivo 03, pág. 25). 

 

II. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas las pretensiones formuladas en la demanda por no encontrarse fundadas, como 

se argumentará a continuación. 

 

III. EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

Sin perjuicio de los demás medios exceptivos que resulten probados en el proceso, o de la 

posibilidad de que la demandante no logre acreditar los presupuestos axiológicos de las 

pretensiones formuladas, propongo, de acuerdo con la prueba documental que obra en el 

expediente y que se aporta con esta contestación, las excepciones escalonadas de: 1. Falta de 

legitimación en la causa por pasiva; 2. Inexistencia de causalidad; 3. Causa extraña; 4. Inexistencia 

e indebida tasación de los perjuicios; 4.1. Indebida tasación del lucro cesante pasado; 4.2. 

Inexistencia del lucro cesante futuro; 4.3. Indebida tasación del daño moral y del daño a la vida de 

relación. 

 

1. Falta de legitimación en la causa por pasiva 

 



 
 

 

Como se indicó en el pronunciamiento sobre el primer hecho de la demanda, la sociedad Jaisned 

Importaciones S.A.S., parte demandada en el presente proceso, fue constituida por documento 

privado del 5 de junio de 2017, registrado el 28 de junio de 2017, momento en el cual comenzó a 

existir. En esta medida, es imposible que, para el 12 de octubre de 2016, momento en que se afirma 

ocurrió el accidente en el establecimiento de comercio “Decoraciones Jaisned” ubicado en el local 

242 piso 2 del Centro Comercial Unicentro de Medellín (carrera 66b # 34a – 76), la sociedad figurara 

como propietaria del mismo. Adicionalmente, tampoco existe un fundamento jurídico sustancial que 

permita predicar una legitimación en la causa extraordinaria, que comprometa la responsabilidad de 

la sociedad demandada frente a los hechos alegados. 

 

Por lo tanto, se advierte una falta de legitimación en la causa por pasiva, en el entendido de que no 

hay una conexión entre la parte demandada y la causa fáctica de la pretensión, referida a los hechos 

constitutivos del litigio; o bien, en palabras de la Corte Suprema de Justicia, ausencia de “identidad 

de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción” (sentencia del 

31 de octubre de 2018). En la medida en que esta circunstancia se encuentra plenamente acreditada 

en el proceso a partir del certificado de existencia y representación aportado por la parte 

demandante (archivo 05, pág. 2), se solicita dictar sentencia anticipada total en consonancia con el 

numeral 3 del artículo 278 del Código General del Proceso. 

 

A pesar de que esta excepción resulta por sí misma suficiente para enervar las pretensiones de la 

demanda, cabe añadir otras más que resultan procedentes en este caso, aun en gracia de discusión 

–o de manera subsidiaria, si se quiere–. 

 

2. Inexistencia de causalidad 

 

En las historias clínicas de la IPS Sinergia y del Hospital General de Medellín aportadas con la 

demanda, como se manifestó frente a varios hechos de la demanda, hay diferentes registros que 

dan cuenta de antecedentes clínicos directamente relacionados con los daños alegados en la 

demanda. Así, en relación con la fusión de cuerpos vertebrales C6 y C7 con pérdida del espacio 

articular (hecho cuarto), se encuentran las anotaciones del 20 de noviembre de 2012, 14 de 

diciembre de 2012, 22 de abril de 2014 y 30 de enero de 2015, de la historia clínica de la IPS 

Sinergia (archivo 03, págs. 23-25), en las que se documenta un antecedente de compresión medular 

cervical tratada con injerto óseo en región cervical C6 y C7. Por su parte, en relación con la hernia 

extruida y la mielopatía cervical (hecho quinto), se encuentran en la susodicha historia clínica, junto 

con las anteriores, las anotaciones del 29 de octubre de 2009, en la que se registra una corrección 

de hernia discal en las vértebras C6 y C7 en el año 2003 (archivo 03, pág. 28), y 29 de agosto de 

2016 en la que se consignan antecedentes de padecimientos cervicales en las vértebras C6 y C7 e 



 
 

 

intervenciones quirúrgicas (archivo 03, pág. 22). Finalmente, frente al malestar emocional (hecho 

décimo) y los cambios en las condiciones de vida (hecho décimo primero) derivados del dolor 

sufrido, la referida historia clínica documenta que, con anterioridad al trauma, la demandante venía 

sufriendo de similares condiciones emocionales, según se advierte en la anotación del 22 de 

septiembre de 2016 (archivo 03, pág. 22), así como de dolores en la región cervical producto de sus 

antecedentes que le impedían trabajar y –se infiere– desarrollar sus actividades cotidianas con 

normalidad, siendo el caso de la anotación del 18 de octubre de 2012 (archivo 03, pág. 25). 

 

Considerando estos antecedentes, no resulta extraño que la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez, en dictamen del 28 de febrero de 2017 posterior al trauma –el cual se aporta en la 

presente contestación considerando que la versión presentada con la demanda está incompleta 

(archivo 03, págs. 3-5)–, haya conceptuado lo siguiente en relación con la incidencia causal del 

trauma en los padecimientos de la demandante: “Paciente con antecedente antiguo (13 años atrás) 

de patología cervical, trauma reciente donde se documenta HNP y mielopatía la cual por 

etiopatogenia no corresponde al evento traumático reciente” [subrayas añadidas].  

 

Esta conclusión es reforzada a partir de una evaluación de la causalidad basada en la teoría conditio 

sine qua non, con la cual se puede verificar la incidencia causal que tiene un hecho específico en la 

producción de un daño, haciendo un ejercicio de supresión mental del hecho en cuestión y 

evaluando si aun así el daño sigue estando presente, caso en el cual el hecho suprimido no será una 

causa. En palabras de la Corte Suprema de Justicia (sentencia del 18 de agosto de 2021): 

 

La causa, pues, es una cuestión insustituible del perjuicio reclamado. Un ejercicio en principio válido 

para investigar si determinado evento ocasionó el daño, es suprimirlo mentalmente. Si de todas 

formas se produce, de ello se vale la teoría de la conditio sine qua non para descartar, con ciertas 

previsiones, antecedentes probables. El ejercicio es permitido y de ahí parte la teoría de la 

causalidad adecuada, en tanto, eliminado, hipotéticamente, el hecho o la conducta generadora del 

daño y si éste permanece, se trata de una circunstancia que se puede tener como idónea o apta para 

causar el resultado. En esto no hay contrapunteo entre una y otra teoría. 

 

De tal suerte, si en este caso se suprime mentalmente el evento de trauma que la demandante le 

imputa a la demandada, se encontrará que los daños afirmados por aquella permanecen. Esto 

obedece a una razón elemental, y es que los mismos ya existían con anterioridad al hecho 

suprimido, es decir, el daño ya existía antes del trauma, lo que lógicamente lleva a concluir que el 

trauma sufrido no es la causa del daño alegado.  

 



 
 

 

Todo lo anterior da lugar a la excepción de inexistencia de nexo causal entre el hecho imputado a la 

demandada y el daño sufrido por la demandante (sentencia del 18 de agosto de 2021), con lo cual 

no se cumple con uno de los requisitos para predicar la existencia de responsabilidad.  

 

3. Causa extraña 

 

A tono con los argumentos anteriores, es factible concluir también que el daño en cuestión, existente 

antes del trauma, obedece a circunstancias naturales, por ejemplo, el desgaste de los discos 

vertebrales, que puede ocasionar hernias, y estas, a su vez, mielopatía. Sin embargo, al tratarse de 

argumentos que se alimentan del saber especializado de la medicina, los mismos podrán ser 

precisados mediante el dictamen pericial cuya aportación se anunciará más adelante. 

 

Adicionalmente, el daño puede deberse a traumas anteriores, como se advierte en la anotación del 

12 de octubre de 2016 de la historia clínica del Hospital General de Medellín (archivo 03, pág. 15), 

en la que se indica que la demandante: “Refiere que hace 6 años realizaron cirugía a nivel de C6-C7 

luego de accidente de tránsito” [subrayas añadidas].  

 

Ambas circunstancias, referidas a los diversos antecedentes patológicos de la demandante –fuerza 

mayor o caso fortuito– y/o a eventos traumáticos sufridos por ella con anterioridad –hecho de un 

tercero–, configuran individualmente una causa extraña (sentencias del 23 de junio de 2000 y del 26 

de julio de 2005), en la medida en que son imprevisibles –anormales, poco probables y 

excepcionales–, irresistibles –imposibles de evitar–, y externos –física y jurídicamente ajenos– para 

la demandada, y no solo su naturaleza, sino también porque la sociedad demanda no existía para la 

fecha en que se produjo el trauma.  

 

Esto último, sin perjuicio de la relevancia causal que la conducta de la misma demandante –hecho 

de la víctima– haya tenido frente a la producción del evento traumático en cuestión, que aquella le 

imputa a título de culpa y de manera exclusiva a la demandada –culpa esta que, no sobra decirlo, 

también deberá acreditarse por la parte demandante en el presente proceso1–. 

                                                           
1 En el hecho segundo de la demanda se afirma que, “dentro de las instalaciones del establecimiento, los empleados de 
la sociedad demandada, sin tener las precauciones o medidas de seguridad, dejaron caer un ‘arco navideño’ sobre la 
humanidad de la demandante” [cursivas añadidas]. De lo anterior se puede colegir que la responsabilidad civil 
extracontractual que se imputa por la parte demandante se basa en la omisión de deberes de precaución y seguridad, y, 
como tal, exige que se pruebe la culpa en cuestión, siguiendo la regla de la carga subjetiva de la prueba, contemplada en 
los artículos 1757 del Código Civil y 167 inc. 1 del Código General del Proceso, según la cual le corresponde a la parte 
demandada acreditar la afirmación realizada. No se trata, entonces, de una responsabilidad por el hecho de las cosas, al 
no enmarcarse en los supuestos contenidos en el Código Civil, ni tampoco por actividades peligrosas, al no presentarse 
multiplicación de la energía, capacidad de destrozo o incertidumbre; por lo que no existe ninguna presunción o 
facilitación probatoria que permita liberar a la parte demandante de la carga de probar la culpa en el presente caso. 



 
 

 

 

4. Inexistencia e indebida tasación de los perjuicios 

 

En la demanda se presenta una tasación de los perjuicios sufridos por la demandante con ocasión 

de los daños afirmados. Sin embargo, los perjuicios tasados son inexistentes en algunos casos, o se 

encuentran indebidamente tasados en otros. Esto se debe al desconocimiento del principio de 

reparación integral, que exige que solo se indemnicen los perjuicios que efectivamente se hayan 

sufrido y se prohíba la acumulación de indemnizaciones frente a un mismo perjuicio, con el propósito 

de que la responsabilidad civil no se convierta en una “fuente de enriquecimiento” (artículo 16 de la 

Ley 446 de 1998 y sentencia SC 3728-2021 del 26 de agosto de 2021). Por lo tanto, aunque en 

gracia de discusión se llegara a considerar la existencia de la responsabilidad civil endilgada, lo 

cierto es que frente a los perjuicios afirmados se presentan diversos problemas, que hacen 

pertinente individualizar las excepciones procedentes respecto de cada uno. 

 

4.1. Indebida tasación del lucro cesante pasado 

 

De acuerdo a las normas de seguridad social pertinentes, los afiliados que sean incapacitados por 

motivos de origen común reciben un auxilio económico. Entre los días 3 y 180 de incapacidad, este 

auxilio es cubierto por la EPS, y en adelante por cuenta del fondo de pensiones. Asimismo, durante 

los primeros 90 días de incapacidad, dichos auxilios se tasan con un valor del 66.66% del IBC, y 

desde el día 91 en adelante con un valor del 50% del IBC. Esto es fundamental, pues el valor 

recibido en virtud del auxilio económico referido debe descontarse del cálculo del lucro cesante 

pasado o futuro según el caso, so pena de que se produzca una acumulación de indemnizaciones, 

un consiguiente enriquecimiento y un ulterior detrimento del principio de reparación integral 

(sentencia del 9 de julio de 2012). 

 

Ahora bien, en la versión original de la demanda (archivo 02, págs. 5-7), el lucro cesante pasado es 

calculado por un periodo de 24 meses, esto es, desde mediados de octubre de 2016 hasta mediados 

de noviembre de 2018, con una renta actualizada de 785.833 pesos, basada en el salario mínimo de 

la época (689.455 pesos), para un total de 12.840.017 pesos. 

  

Sin embargo, en el cálculo realizado no es descontado el auxilio económico por incapacidad, a pesar 

de que el mismo fue pagado por la EPS Coomeva, según la certificación del 14 de marzo de 2017 

aportada por la demandante (archivo 03, pág. 29), en la que se alcanzan a contabilizar un total de 

167 días de incapacidad para la fecha. En la misma línea, tampoco se incluyen los pagos que al 

respecto realizó el fondo de pensiones Colpensiones. Por lo tanto, se configura la excepción de 

indebida tasación del lucro cesante pasado. 



 
 

 

 

4.2. Inexistencia del lucro cesante futuro 

 

Aunque en los hechos de la demanda no se menciona, lo cierto es que mediante la Resolución 

293191, emitida por Colpensiones el 10 de noviembre de 2018, a la demandante le fue concedida 

una pensión de invalidez por riesgo común, según se evidencia en el certificado del Registro Único 

de Afiliados aportado en la presente contestación, con base en el dictamen de pérdida de capacidad 

laboral de la misma entidad aportado con la demanda (archivo 04), en el que se establece una 

calificación de 64.35%, suficiente para obtener la prestación en comento. 

 

Así las cosas, se tiene que la demandante no ha sufrido el lucro cesante futuro que reclama, por un 

valor de 74.398.123 pesos, pues dicho valor se encuentra cubierto por la pensión de invalidez. 

Admitir lo contrario, es decir, la existencia de dicho perjuicio, supondría desconocer la prohibición de 

acumulación derivada del principio de reparación integral, 

 

4.3. Indebida tasación del daño moral y del daño a la vida de relación 

 

Tanto en lo que se refiere al daño moral, como al daño a la vida de relación, la cuantía tasada en la 

demanda es infundada, pues la misma se ubica en el tope establecido por la jurisprudencia (50 

SMLMV), aun cuando este se aplica, en el caso del daño moral, a las lesiones y padecimientos más 

graves que resulten acreditadas en el proceso, y, en el caso del daño a la vida de relación, a las 

afectaciones más graves sobre la capacidad de relacionarse con el mundo exterior, lo cual deberá 

ser acreditado, aun cuando en la historia clínica se evidencian afectaciones de este tipo de viaja 

data, según se ha dicho en líneas anteriores. 

 

IV. PRUEBAS 

 

1. Pronunciamiento sobre las pruebas aportadas y solicitadas por la parte demandante 

 

1.1. Objeción al juramento estimatorio de la parte demandante 

 

 En los términos el artículo 206 del Código General del Proceso, objeto la cuantía indicada en 

el juramento estimatorio formulado por la parte demandante, con base en las razones 

expuestas en el punto 4 del acápite de las excepciones, siendo estas: la indebida tasación 

del lucro cesante pasado por omisión del auxilio económico por incapacidad recibido, la 

inexistencia del lucro cesante futuro en razón de la pensión de invalidez que ostenta la 

demandada, la tasación excesiva del valor del daño moral y el daño a la vida de relación por 



 
 

 

no ajustarse a la gravedad de los padecimientos y afectaciones en relación con el mundo de 

la demandante.  

 

1.2. Pronunciamiento sobre la prueba documental aportada por la parte demandante 

 

 En los términos del artículo 262 del Código General del Proceso, solicito la ratificación del 

documento privado emanado de un tercero denominado “Carta laboral”, aportado por la 

parte demandante. 

 

1.3. Pronunciamiento sobre el dictamen pericial aportado por la parte demandante 

 

i. Respecto de la solicitud de tener como dictamen pericial el dictamen de pérdida de 

capacidad laboral emitido por Colpensiones, este no cumple con los requisitos del artículo 

226 del Código General del Proceso. Por lo mismo, el dictamen en cuestión deberá ser 

valorado, a lo sumo, como una prueba documental.  

ii. Sin embargo, en caso de que el mismo sea tomado por el despacho como dictamen pericial, 

solicito la comparecencia de quienes lo suscribieron, a saber, LINA MARÍA LOAIZA OCHOA 

y LILA MAURICIA ORJUELA AGUILAR, con el objetivo de que sean interrogadas en 

audiencia en los términos del artículo 228 del Código General del Proceso. 

 

2. Pruebas solicitadas y aportadas 

 

2.1. Interrogatorio de parte 

 

i. Solicito el interrogatorio de la parte demandante, BETTY CECILIA CAMELO MARÍN. 

ii. Solicito el interrogatorio de la parte demandada, LUIS JAIRO GONZÁLEZ. 

 

2.2. Testimonios 

 

Solicito la práctica de los siguientes testimonios, que versarán sobre los hechos primero, segundo, 

séptimo, octavo y décimo primero de la demanda, así como sobre los pronunciamientos que frente a 

los mismos se realizó en la presente contestación: 

 

i. ALBA LUCÍA LÓPEZ 

Cédula: 36.179.091  

Celular: 3138729886 

Dirección: Calle 37 # 86a - 40 



 
 

 

Correo: alba4932@gmail.com 

 

ii. ESNEDA ORTIZ DE GONZÁLEZ 

Cédula: 43.012.136 

Celular: 3175031030 

Dirección: Carrera 80 # 48b - 45 

Correo: jaisned@hotmail.com 

 

2.3. Documentos aportados 

 

i. Certificado de existencia y representación de la sociedad JAISNED IMPORTACIONES 

S.A.S. 

ii. Dictamen de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia con fecha del 28 de 

febrero de 2017. 

iii. Certificado de Registro Único de Afiliación (RUAF) de BETTY CECILIA CAMELO MARÍN. 

 

2.4. Solicitud de oficios 

 

i. Solicito se oficie a la entidad Colpensiones para que aporte al proceso la Resolución 

293191, emitida el 10 de noviembre de 2018, en la que a la demandante, BETTY CECILIA 

CAMELO MARÍN, le fue concedida una pensión de invalidez por riesgo común. Esta 

solicitud se fundamenta en que se trata de un documento público que reposa en los archivos 

de la entidad pública, y que tiene un carácter reservado. 

ii. Solicito se oficie a la entidad Colpensiones para que informe los pagos realizados a la 

demandante, BETTY CECILIA CAMELO MARÍN, por concepto de auxilio económico por 

incapacidad de origen común, entre los años 2017, 2018 y 2019. Esta solicitud se 

fundamenta en que se trata de una información manejada por la entidad pública, y que tiene 

un carácter reservado. 

 

2.5. Dictamen pericial 

 

 En los términos del artículo 227 del Código General del Proceso, anuncio que aportaré un 

dictamen pericial emitido por el Centro de Estudios en Derecho y Salud de la Universidad 

CES (CENDES), en relación con las cuestiones médicas debatidas en el presente proceso. 

Para el efecto, solicito que sea concedido el mayor término posible, considerando que la 

institución puede tardarse en su elaboración, la cual actualmente se encuentra en curso. 

 



 
 

 

V. NOTIFICACIONES 

 

Tanto la parte demandada, como el suscrito, recibiremos las notificaciones en los siguientes medios: 

 

Dirección: Calle 50 # 16-97 o Carrera 43a # 1-85, oficina 706. 

Correo electrónico: felipevillagarcia@gmail.com 

Celular: 3105427558 

 

VI. ANEXOS 

 

Los documentos enunciados en el acápite de pruebas. El poder ya figura en el expediente. 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

FELIPE VILLA GARCÍA 

T.P. 306.514 

mailto:felipevillagarcia@gmail.com
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CC 41699718 BETTY CECILIA CAMELO MARIN F
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común
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media con tope 
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Régimen general 2018-11-10 293191

PENSIONADOS

No se han reportado vinculaciones para esta persona.
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